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CORRUPCIÓN EN EL PERÚ Y SU INCREMENTO  
EN EL MARCO DE LA EMERGENCIA SANITARIA DEL COVID-19
CORRUPTION IN PERU AND ITS INCREASE  
IN THE CONTEXT OF THE HEALTH EMERGENCY OF COVID-19
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Resumen
El presente artículo tiene por objetivo evidenciar en qué medida los niveles de corrupción se han incrementado 
en el Perú durante el estado de emergencia sanitaria, declarada por el Gobierno mediante el Decreto Supremo 
N.º 008-2020-SA del 11 de marzo de 2020, y sus modificatorias, a consecuencia del COVID-19. Si bien es cierto está 
demostrado que la corrupción hace daño a los países, con mucha más razón, en tiempos de pandemia, donde el 
hambre y la pobreza apremian entre los más necesitados que, más que nunca, requieren de sus autoridades ayuda 
y una distribución justa de los recursos.
El enfoque es cualitativo, la técnica empleada ha sido la revisión documental y como instrumento se ha utilizado 
una matriz de análisis, donde se ha registrado los casos de corrupción suscitados durante la crisis sanitaria. 
Se puede concluir que este problema de la corrupción va más allá de los valores, de la ética e integridad de las 
personas, pues ni cuestiones como la vida misma los detienen, para ello, se propone implantar mecanismos de 
lucha contra la corrupción externos que, si bien es cierto, no terminaran con el problema, pueden ser elementos 
disuasivos para que se frene de alguna manera con este flagelo.
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Abstracts
The purpose of this article is to show to what extent the levels of corruption have increased in Peru during the state 
of health emergency, declared by the government through Supreme Decree No. 008-2020-SA of March 11, 2020, 
and its amendments, as a result of COVID-19. While it is true, it has been demonstrated that corruption hurts coun-
tries, with much more reason, in times of pandemic, where hunger and poverty are pressing among the most needy 
who, more than ever, require their authorities to help and distribute fair of resources.
The approach is qualitative, the technique used has been the documentary review and an analysis matrix has been 
used as an instrument, where the cases of corruption raised during the health crisis have been recorded.
It can be concluded that this problem of corruption goes beyond the values, ethics and integrity of people, since 
neither issues such as life itself stop them, for this, it is proposed to implement external anti-corruption mechanisms 
that, Although it is true, they will not end the problem, they can be deterrents to stop it in some way with this scourge.
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Introducción o estado del arte
La corrupción siempre ha sido un fenóme-
no que ha impactado negativamente al de-
sarrollo de los países con consecuencias 
nocivas en los ámbitos social, económico 
y político (Cartolano, 2009), principalmen-
te en los países latinoamericanos (Morales, 
2009; Rodríguez, 2011; Salinas, 2016; Albiac, 
2011; Pastrana, 2019; Quiroz, 2020). Debido 
a su complejidad, ha sido muy estudiada 
desde sus diferentes aristas, se tienen es-
tudios que lo abordan desde la perspectiva 
de la identificación de sus causas (Begovic 
2005; Labaqui, 2017), otros lo tratan respec-
to a sus consecuencias (Zuleta, 2015; Arta-
za, 2019). Por otro lado, Picon y otros (2020) 
mencionan que la corrupción es uno de los 
fenómenos más estudiados, pero a su vez, 
más difíciles de analizar, no solamente por el 
anonimato de sus actores, sino también por 
la dificultad de su definición y la clasificación 
de las actividades como corruptas o no. Sin 
embargo, son pocos los trabajos que presen-
tan alternativas de solución válidas para la 
lucha contra este gran flagelo, que si bien 
está demostrado hace daño a los países, con 
mucha más razón en tiempos de pandemia, 
donde el hambre, la enfermedad y la pobreza 
son las constantes entre los más necesita-
dos que, hoy más que nunca, requieren de 
sus autoridades apoyo y ayuda.
Uno de los pocos trabajos que presen-
ta propuestas para la situación problemática 
de la corrupción en el marco del COVID-19, 
es Madrid y Palomino (2020) quienes postu-
lan la siguiente idea:
La implementación de programas de cum-
plimiento (compliance gubernamental) en 
sectores esenciales de la administración 
pública, que están especialmente expues-
tos a la realización de prácticas corruptas 
durante la atención de la pandemia de la 
2 Mediante Decreto Supremo Nº 020-2020-SA, Decreto Supremo que prorroga la Emergencia Sanitaria declarada por Decre-
to Supremo N° 008-2020-SA
COVID-19, coadyuvará a reducir razonable-
mente el riesgo de corrupción o, en todo 
caso, a que aquel sea identificado y, poste-
riormente, informado a la autoridad compe-
tente, lo que comunicará, a cualquier futu-
ro agente inclinado a abusar de su posición, 
de la existencia de protectores eficaces al 
interior de organizaciones públicas. (p.1)
Este tipo de propuestas se presentan, 
debido a que se observa en épocas de pande-
mia, que la corrupción va en ascenso y más 
bien se ha convertido en una oportunidad 
para que vaya en aumento. En Latinoamérica, 
la desconfianza ciudadana en sus democra-
cias venía incrementándose, incluso, antes 
de la pandemia, por diferentes razones, como 
el incumplimiento de promesas electorales, 
las bajas condiciones de vida y los casos de 
corrupción en las más altas esferas guberna-
mentales, llegándose a denominar una “So-
ciedad de la desconfianza” (Quiroz, 2020).
Es importante precisar que, la pande-
mia por el coronavirus (COVID-19), declarada 
así por la Organización Mundial de la Salud, 
OMS, (2020), profundamente preocupada 
por los alarmantes niveles de propagación 
de la enfermedad y por su gravedad, y por 
los niveles también alarmantes de inacción, 
hizo necesario que los países en América La-
tina y el Caribe, al igual que en todo el mun-
do, tomen medidas de emergencia sanitaria, 
así como de aislamiento social. En ese senti-
do, generó que el Gobierno del Perú declare 
en emergencia sanitaria al territorio nacio-
nal por el plazo de noventa días, posterior-
mente ampliado por noventa días más2, con 
el propósito de mitigar la propagación y con-
tagio de esta nueva enfermedad, que viene 
ocasionado la muerte de miles de personas 
alrededor del mundo. 
En este contexto, el Gobierno autorizó 
transferencias económicas, a través del Mi-
nisterio de Economía y Finanzas, a diversas 
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instituciones públicas para la contratación 
directa, bajo la causal de situación de emer-
gencia3, de bienes y servicios orientados a 
salvaguardar la salud y bienestar de los ciu-
dadanos frente al brote de este virus, ya que 
se registraron muchos casos de corrupción 
nacionalmente, todos ellos vinculados al 
gasto público que se viene efectuando para 
atender la emergencia sanitaria (compra 
de equipos, mascarillas, entrega de bonos, 
canastas familiares, realización de pruebas 
rápidas, etc.). Sin embargo, esta situación ha 
sido aprovechada por algunos funcionarios y 
servidores públicos para cometer actos de 
corrupción en contra de la Administración 
Pública, lo que ha conllevado, principalmen-
te, a poner en riesgo la salud de la población 
haciendo mal uso del poder para la obtención 
de beneficios personales (MINJUS, 2020).
Según Orellana (2020) la crisis sani-
taria y económica mundial provocada por 
el COVID-19 es un fenómeno complejo, no li-
neal, cuyo abordaje debe realizarse mediante 
la transdisciplinariedad para darle respuesta 
a las principales interrogantes que hoy en 
día la humanidad se plantea al respecto. La 
corrupción se ha convertido en uno de los 
principales obstáculos para el crecimiento y 
está afectando tanto a los países en desa-
rrollo como a las democracias consolidadas 
(Nieto, 2017) , con mucha más razón en épo-
cas de pandemia, ya que se pierde dinero que 
es indispensable para enfrentar la crisis de 
manera efectiva, habiendo tanta necesidad 
de camas de unidad de cuidados intensivos 
(UCI), acondicionamiento de hospitales, ins-
trumentos médicos, medicamentos, entre 
otros, que pueden servir para salvar vidas, 
existen ineficiencia del gasto público, con 
ello, viéndose afectada significativamente la 
gobernabilidad, la confianza de la ciudadanía 
ante sus autoridades y, sobretodo, descon-
fianza ante sus instituciones públicas.
3 Literal b) del numeral 27.1 del artículo 27° del Texto Único Ordenado de la Ley N°30225, Ley de Contrataciones del Estado, 
aprobado por Decreto Supremo N°082-2019-EF.
Madrid y Palomino (2020) afirman que 
la corrupción es un fenómeno que ocasiona 
devastadoras consecuencias para la adminis-
tración pública, pues socava su credibilidad y 
obstruye el cumplimiento de los fines que per-
siguen sus órganos e instituciones. Ello difi-
culta el acceso igualitario a bienes y servicios 
esenciales, y afecta, principalmente, la vida, 
la salud y otros importantes derechos de los 
ciudadanos en situación de pobreza y pobreza 
extrema, así como de quienes se encuentran 
en algún especial contexto de vulnerabilidad. 
Frías-Aceituno, Rodríguez-Domínguez & Gar-
cía-Sánchez (2014) afirman que la corrupción 
suele venir asociada a la obtención de un be-
neficio propio y favorecida por la oportunidad 
que tienen los gestores, debido a la concen-
tración de poder de decisión y actuación que 
poseen y la ausencia de riesgo de que tales 
acciones sean detectadas. Asimismo, es muy 
importante el estudio de las variables asocia-
das a la corrupción, siendo fundamental que 
tanto las instituciones públicas como priva-
das cuenten con información contrastada 
empíricamente para poder poner en marcha 
programas dedicados a reducir los niveles de 
corrupción imperantes en la sociedad (Julián 
& Bonavia, 2020).
Tal cual indican Márquez (2020); Gra-
gera & Pascual (2020); Picon, Ramos, Al-
manza y Ramos (2020) la corrupción daña 
a los países porque les quita la posibilidad 
de buscar el desarrollo y bienestar común, 
que se puede decir de aquellos funcionarios 
que aplican estas prácticas en un estado de 
emergencia como el que nos encontramos. 
Por lo tanto, las políticas más eficaces para 
los países, serán aquellas enfocadas al de-
recho fundamental que tienen los seres hu-
manos para controlar el fruto de su trabajo, 
englobando de manera integral las liberta-
des y derechos de producción, distribución 
o consumo de bienes y servicios. Por otro 
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lado, “se considera que es un grave obstácu-
lo para el desarrollo económico porque eleva 
los costos de transacción, aumenta la incer-
tidumbre y reduce la productividad” (Mikhail 
& Walter, 2015, p. 161).
Según Begovic (2005) los países con 
mucha corrupción no pueden esperar altas 
tasas de crecimiento que están directamen-
te relacionadas con el emprendimiento em-
presario y la innovación. Pues el emprendi-
miento empresario se dirigirá a la actividad 
que le permita al emprendedor los mayores 
ingresos posibles en su actividad, por ende, 
los emprendedores, en lugar de centrarse en 
actividades productivas de generación de 
riqueza, se orientarán hacia la corrupción, 
redistribuyendo actividades y asignando sus 
talentos a eso. Como consecuencia, las in-
novaciones que son resultado del emprendi-
miento serán asignadas a la redistribución y 
la corrupción. En lugar de nuevos productos 
y nuevos métodos de producción, se presen-
tarán nuevos métodos de corrupción.
Continuar con los hechos de corrupción 
en la pandemia, significa enquistar la corrup-
ción institucional, esto puede multiplicarse 
hasta “Controlar prácticas corruptas y violar las 
reglas alejándose de su propósito” (Page, 2018).
Madrid & Palomino (2020) mencionan 
que el compliance es el instrumento que re-
úne los dos planos (preventivo y reactivo) y 
permite a las personas jurídicas administrar 
sus riesgos y organizarse para cumplir todas 
sus obligaciones (legales y otras asumidas 
voluntariamente). Si aquel sistema de pre-
vención está orientado a la mitigación de los 
riesgos legales que se derivan del incumpli-
miento de la normativa penal, se le denomi-
na criminal compliance, y si está enfocado 
en el sector público, la ética pública o las 
buenas prácticas gubernamentales, se le 
llama compliance gubernamental.
Asimismo, es importante considerar 
también el caso de México, como otro caso 
de corrupción. Pérez (2020) dice que los co-
rruptos no descansan, por lo tanto, el com-
bate a este mal debe ser permanente. Duran-
te la pandemia en México se han destapado 
casos de corrupción como la adquisición de 
insumos médicos a sobrecostos extremada-
mente exagerados; respiradores que duplica-
ban su precio entre los adquiridos en depen-
dencias distintas con el mismo proveedor, las 
mismas condiciones y características de los 
materiales, pero distintos precios; la compra 
de materiales deficientes, como mascarillas, 
ropa quirúrgica, medicamentos, herramien-
tas para que el personal de salud pudiera 
realizar sus tareas, entre otros. 
En tiempo de crisis, se entiende que 
las decisiones se deben tomar bajo presión 
y en menor tiempo, por ello la ley contempla 
excepciones a los procedimientos de adqui-
siciones. Para ello, se omiten algunos pasos 
de los procesos de licitación, pero no se de-
ben dejar de observar los principios de con-
tratación, las normas para garantizar que 
el Estado realiza las mejores acciones, se 
puede observar que la urgencia de la crisis 
de salud, exhibe actos que no es encuentran 
apegados a la ley, que se vuelven discrecio-
nales y que tiene que observarse con mucho 
cuidado para evitar la desviación de los re-
cursos públicos para fines personales.
Lamentablemente, las extendidas in-
criminaciones de corrupción en los ámbitos 
políticos y gubernamentales generan una 
alterada e incierta realidad contemporánea 
conllevando a una crisis de credibilidad pú-
blica que afecta a los partidos políticos se 
ha instalado en la mayoría de las sociedades 
occidentales, lo que abre un vacío político en 
el que se muestra la falta de una instancia 
mediadora entre el nivel del individuo y el del 
Estado (Quiroga, 2018), aspecto que no es 
ajeno al Perú, donde ya no existe confianza 
en las instituciones públicas, sin dejar de 
mencionar que en los últimos años este país 
cuenta en su historia con cinco presidentes 
comprometidos con problemas de corrup-
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ción, aspecto que se esperaba iba a ser su-
perado con el actual gobierno del presidente 
Martín Vizcarra Cornejo, sin embargo, con la 
emisión de los últimos videos y audios, esta 
esperanza ha quedado prácticamente des-
cartada, siendo la situación bastante preo-
cupante, sobre todo por el momento de pan-
demia que atravesamos.
La gestión pública ha sido denotada 
como una dimensión afectada por la corrup-
ción, debido a que los ciudadanos desaprue-
ban la gestión de gobierno nacional, regional 
y local y esto se debe a la falta de implanta-
ción de un sistema de control interno en el 
Perú que conlleva a que la corrupción avan-
ce y se convierta en una plaga mortal para el 
país (Albán & Poma, 2019, p. 94).
Ya se sabe, que la corrupción desde 
una dimensión holística, trasciende esta pers-
pectiva. Este fenómeno puede entenderse 
también desde una dimensión axiológica y 
sociocultural, es decir, desde los valores, y 
la representación, como hecho social total, 
como una práctica recurrente de entender el 
sentido relacional de las instituciones y perso-
nas, que trasciende las esferas del quehacer 
económico y jurídico normativo. (Yalle, 2020).
Como se puede observar este proble-
ma de la corrupción de los funcionarios pú-
blicos, va más allá de los valores, de la ética 
e integridad de las personas, pues ni cues-
tiones como la vida misma lo detienen, para 
ello se deben implementar mecanismos de 
lucha contra la corrupción externos que, si 
bien es cierto, no terminaran con el proble-
ma, al menos pueden ser elementos disuasi-
vos para que se frene de alguna manera.
Materiales y métodos
El presente estudio es de enfoque cualita-
tivo, la técnica empleada ha sido la revisión 
4 Artículo 47 de la Constitución Política del Perú. 
documental y como instrumento se ha utili-
zado una matriz analítica de registro.
La información procesada para el aná-
lisis y reflexión a efectos de evidenciar las 
posiciones vertidas en el presente estudio, 
tiene como fuente los casos en trámite re-
gistrados, hasta el 27 de julio del 2020, en 
la Procuraduría Pública Especializada en De-
litos de Corrupción nacionalmente que se 
encuentran participando activamente en de-
fensa de los intereses del Estado en más de 
1186 casos que se originaron por presuntos 
actos de corrupción evidenciados durante 
esta crisis sanitaria.
Análisis y resultados
Resulta importante mencionar, que según 
MINJUS (2020) la defensa jurídica del Esta-
do es la actividad de orden técnico legal que 
ejercen los procuradores públicos en aten-
ción a las disposiciones contenidas en el 
presente decreto legislativo, su reglamento 
y normas conexas, con la finalidad de apli-
carlas en el ejercicio de sus funciones acor-
de con el ordenamiento jurídico vigente. Asi-
mismo, la función del Procurador Público se 
encuentra enmarcada en la Constitución Po-
lítica del Perú, que dispone que “la defensa 
de los intereses del Estado está a cargo de 
los procuradores Públicos, conforme a ley”4. 
La información que se muestra a con-
tinuación, en función a la región, corres-
ponde a los casos registrados por las sedes 
de la Procuraduría Pública Especializada 
en Delitos de Corrupción nacionalmente la 
misma que ejerce la defensa jurídica de los 
intereses del Estado en todo el territorio na-
cional ante instancias jurisdiccionales y no 
jurisdiccionales, en indagaciones policiales, 
investigaciones, procesos o procedimientos 
relacionados a la comisión de delitos de co-
rrupción de funcionarios, en todas las moda-
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lidades contempladas en las Secciones II, III 
y IV del Capítulo II del Título XVIII, del Libro Se-
gundo del Código Penal5. Así también, coor-
dina con las diferentes entidades públicas 
vinculadas con la prevención y lucha contra 
la corrupción, con la finalidad de ejercer una 
5 Artículo 46 del Reglamento del Decreto Legislativo Nº 1326, “Decreto Legislativo que restructura el Sistema Administrativo 
de Defensa Jurídica del Estado y crea la Procuraduría General del Estado”.
adecuada y eficiente defensa jurídica de los 
intereses del Estado, en su Boletín informa-
tivo 1: “Corrupción en la emergencia sanita-
ria COVID-19”, que registra 1186 de presunta 
corrupción en este contexto de pandemia, 
detallada en la siguiente tabla:
Tabla 1. Número de casos de corrupción en el estado  




Reportados por el  
Ministerio Publico
Total de casos
1 Ancash 68 19 87
2 Junin 85 0 85
3 La libertad 7 70 77
4 Del santa 70 1 71
5 Ayacucho 53 12 65
6 Apurimac 8 56 64
7 Moquegua 16 39 55
8 Loreto 9 44 53
9 Arequipa 16 36 52
10 Madre de Dios 3 49 52
11 Huanuco 22 24 46
12 Cajamarca 13 27 40
13 Lambayeque 20 18 38
14 Puno 17 21 38
15 Lima 3 34 37
16 Lima norte 0 32 32
17 Cusco 30 0 30
18 Piura 13 16 29
19 Callao 12 16 28
20 Pasco 24 3 27
21 Tacna 6 21 27
22 Cañete 0 22 22
23 Ucayali 10 8 18
24 Huaura 8 9 17
25 Huancavelica 8 6 14
26 Ica 10 4 14
27 San martin 0 13 13
28 Sullana 8 4 12
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29 Moyobamba 0 10 10
30 Bagua 1 8 9
31 Tumbes 5 4 9
32 Lima sur 5 3 8
33 Amazonas 0 6 6
34 Yurimagas 1 0 1
35 Atalaya 0 0 0
36 Chincha 0 0 0
TOTAL 551 635 1186
Fuente: MINJUS. Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción (2020).
6 El artículo 47 de la Constitución Política del Perú dispone que “la defensa de los intereses del Estado está a cargo de los 
procuradores Públicos, conforme a ley”.
Como se puede advertir, el 51% del to-
tal de casos se concentra en siete regiones, 
estas son: Ancash, Lima, Arequipa, La Liber-
tad, Junín, Ayacucho y Cajamarca.
Así, en el marco de su competencia 
constitucional6, la PPEDC ha presentado, has-
ta el momento 264 denuncias ante las fisca-
lías especializadas en delitos de corrupción 
del Ministerio Público nacionalmente. Los 
casos, en su mayoría, están asociados a las 
contrataciones públicas como, por ejemplo, 
compras de implementos de bioseguridad, 
equipos médicos, productos de limpieza y 
aseo personal, servicios de alimentación, etc.
En lo que se refiere a las entidades 
agraviadas, se observa que:
Tabla 2. Porcentaje de casos de corrupción por institución agraviada  
en estado de emergencia al 27 de julio del 2020
INSTITUCIÓN AGRAVIADA CASOS %
Municipalidad distrital 322 44.1%
Municipalidad provincial 128 17.5%
Gobierno Regional 126 17.3%
PNP 88 12.1%
Ministerio de Salud 20 2.7%
Ministerio del Interior 9 1.2%
Essalud 7 1.0%
Ministerio de Defensa 3 0.4%
Ministerio de Justicia 3 0.4%
Poder Judicial 3 0.4%
Ministerio Público 3 0.4%
Otros 18 2.5%
Fuente: Minjus. Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción (2020).
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Figura 1. Porcentaje de casos de corrupción por institución agraviada  
en estado de emergencia al 27 de julio del 2020
En lo que se refiere al tipo de delito:
Tabla 3. Porcentaje de casos de corrupción  
por tipo de delito al 27 de julio del 2020
DELITO CANTIDAD DE CASOS %
Peculado 134 45.6%
Colusion 79 26.9%
Negociacion incompatible 54 18.4%
Cohecho 6 2.0%
Malversacion de fondos 5 1.7%
Omision de funciones 5 1.7%
Trafico de influencias 2 0.7%
Concusion 1 0.3%
Cobro indebido 1 0.3%
Contra la administracion publica 7 2.4%
Fuente: MINJUS - Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción (2020). 
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Como se puede observar, en el Perú 
se evidencia que en estado de emergencia 
nacional la corrupción aumenta, que si bien 
es cierto la corrupción siempre ha existido 
en nuestro país, resulta preocupante y alar-
mante observar que en situaciones como en 
la que nos encontramos, donde la vida y la 
salud deben ser priorizadas sobre todas las 
cosas, existan funcionarios que se aprove-
chen de la crisis y la emergencia para lograr 
su beneficio personal aprovechándose de su 
cargo o el poder que puedan tener.
Figura 2. Porcentaje de casos de corrupción  
por tipo de delito al 27 de julio del 2020
Fuente: MINJUS - Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción (2020). 
Discusión y conclusiones
1. Como se puede evidenciar los niveles 
de corrupción se han incrementado 
en el Perú durante el estado de emer-
gencia nacional con más de 1 186 ca-
sos que se originaron por presuntos 
actos de corrupción evidenciados 
durante esta crisis sanitaria, la mis-
ma que tiene como fuente los casos 
en trámite registrados, hasta el 27 
de julio del 2020, en la Procuraduría 
Pública Especializada en Delitos de 
Corrupción nacionalmente que se 
encuentran participando activamen-
te en defensa de los intereses del 
Estado. Como se puede advertir, el 
51% del total de casos se concentra 
en siete regiones, estas son: Ancash, 
Lima, Arequipa, La Libertad, Junín, 
Ayacucho y Cajamarca.
2. Es necesario la aplicación de meca-
nismos de lucha contra la corrupción 
como el compliance gubernamental 
que implica la simbiosis entre la ética 
pública y los elementos desarrollados 
en los programas de cumplimiento 
para el ámbito privado que pueden 
mitigar sustancialmente el riesgo de 
que se frustre la contención de la CO-
VID-19 y de sus negativos efectos en 
los sectores vulnerables, al incidir en 
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la prevención inmediata de la corrup-
ción pública. Evidentemente, aquello 
no excluirá toda posibilidad de que se 
realice un acto corrupto, pero ayuda 
como acto disuasivo. 
3. Es necesario que los funcionarios de-
ben basarse en los valores fundamen-
tales, como honradez, honestidad, fi-
delidad, justicia y respeto a la dignidad 
de la persona, entre otros, en los cua-
les se sustenta el cuerpo jurídico que 
regula la buena administración, cen-
trados en la integridad, transparencia 
y responsabilidad, adoptados por los 
organismos del Estado que beneficien 
su reputación, en cumplimiento de 
programas anticorrupción. 
4. La lucha contra la corrupción es un 
factor común a la mayoría de los paí-
ses latinoamericanos. La ley debería 
ser muy dura en el castigo de casos 
de corrupción, más aún en épocas de 
pandemia, donde existe mucha ne-
cesidad, hambre y pobreza, donde se 
necesita una justa distribución de los 
recursos escasos, donde la vida y la 
salud deben ser priorizadas por sobre 
todas las cosas.
5. Esta crisis sanitaria se presenta 
como una segunda oportunidad para 
estrechar lazos con los excluidos 
del sistema, con los olvidados, esto 
puede ser una relación más cercana 
entre los países para propuestas de 
cooperación y colaboración mutua 
frente a la lucha contra la corrupción 
en tiempos de crisis. El Perú debe re-
solver con prontitud esta crisis, pero 
siempre cumpliendo con la ley, las 
responsabilidades públicas, el servi-
cio, con el fin de cumplir con el inte-
rés general y el bien común, evitando 
generar actos de corrupción por ac-
ción, omisión o desconocimiento de 
sus autoridades.
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